
ARTÍCULOS DE LA CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS  
RELACIONADOS AL EMPLEO PÚBLICO 
 
SECCIÓN I 
DECLARACIONES, DERECHOS Y GARANTÍAS 
 
ARTÍCULO 6 
En ningún caso podrán las autoridades de la Provincia suspender la observancia de esta 
Constitución, ni la de la Nación, ni la efectividad de las garantías y derechos establecidos en 
ambas.  
La Constitución Nacional y esta Constitución no perderán su vigencia si se dejaren de 
observar por actos de fuerza o fueren suspendidas, abrogadas o derogadas por otro medio 
distinto de los que ellas disponen. 
Queda garantizado el sistema democrático de gobierno. Cualquier acto de fuerza contrario a 
esta Constitución, a las instituciones por ella establecidas o al sistema republicano es 
insanablemente nulo. 
Es condición de idoneidad para ocupar cualquier función de gobierno no haber 
desempeñado a partir del 24 de marzo de 1976 cargos de responsabilidad política en los 
regímenes de facto. 
Los delitos que sean cometidos en el ejercicio de la función usurpada no podrán ser objeto 
de indulto o conmutación de pena. 
Quienes hayan participado en delitos de lesa humanidad o incurran en su apología, serán 
inhabilitados a perpetuidad para ejercer la función pública. 
Queda prohibida la institucionalización de secciones especiales en los cuerpos de seguridad 
destinadas a la represión o discriminación de carácter político. 
El Estado garantiza el rescate de la memoria reciente. 
Los habitantes de la Provincia tienen el derecho de resistencia legítima contra quienes 
ejecutaren los actos de fuerza aquí enunciados. 
 
ARTÍCULO 15 
El Estado garantiza el derecho a la diversidad, al pluralismo y la igualdad de oportunidades. 
No podrán ser fundamento de privilegio: la naturaleza, la filiación, el sexo, la riqueza, las 
ideas políticas, la condición cultural, ni las creencias religiosas o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social. 
La dignidad de la persona, los derechos inalienables que le son inherentes, el libre desarrollo 
de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás, son el fundamento del 
orden político y de la paz social. 
Los derechos humanos y las garantías establecidas expresa o implícitamente por el orden 
jurídico vigente tienen plena operatividad. 
 
ARTÍCULO 17 
Se garantiza la igualdad real de oportunidades y de trato para mujeres y varones en el pleno 
y efectivo ejercicio de los derechos que fueren reconocidos en el ordenamiento jurídico. Una 
política de Estado prevendrá en forma continua todo tipo de violencia y dispondrá acciones 
positivas para corregir cualquier desigualdad de género. 
Adopta el principio de equidad de género en todos los órdenes, eliminando de sus políticas 
públicas cualquier exclusión, segregación o discriminación que se le oponga. Asegura a la 
mujer la igualdad real de oportunidades para el acceso a los diferentes estamentos y 
organismos del Estado Provincial, Municipal y Comunal. 
Establece y sostiene la equidad de género en la representación política y partidaria y en la 
conformación de candidaturas con probabilidad de resultar electas. Promueve el acceso 
efectivo de la mujer a todos los niveles de participación, representación, decisión y 



conducción de las organizaciones de la sociedad civil. Reconoce el valor social del trabajo en 
el ámbito del hogar. 
 
ARTÍCULO 28 
Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines útiles para una sociedad 
democrática y pluralista. 
Las asociaciones con autorización para funcionar tienen legitimación procesal para 
interponer amparo o acción de inconstitucionalidad contra cualquier acto que viole derechos 
que ellas tengan como objeto proteger o promover. 
 
ARTÍCULO 29 
Todos los ciudadanos tienen el derecho de asociarse libremente en partidos políticos. Se 
reconoce y garantiza la existencia de aquellos en cuya organización y funcionamiento se 
observen: la democracia interna, la adecuada y proporcional representación de las minorías 
y demás principios constitucionales. 
 
ARTÍCULO 34 
La recuperación de las Islas Malvinas y demás espacios insulares y marítimos es una causa 
nacional legítima, permanente e irrenunciable, a la que la Provincia honra y adhiere. Dentro 
de sus competencias, adoptará políticas activas orientadas a la asistencia, integración y 
protección de los veteranos de guerra, facilitando su acceso a la educación, al trabajo, a la 
salud integral y a una vivienda digna. 
 
ARTÍCULO 36 
Todos los habitantes son admisibles en los empleos públicos provinciales, municipales y 
comunales o de otros organismos en los que tenga participación el Estado, sin más requisito 
que la idoneidad, sin perjuicio de las calidades especiales exigidas por esta Constitución. 
Sólo serán designados y ascendidos previo concurso que la asegure, en igualdad de 
oportunidades y sin discriminación. En ningún caso, las razones étnicas, religiosas, 
ideológicas, 
políticas, gremiales, sexuales, económicas, sociales, fundadas en caracteres físicos o de 
cualquier otra índole, serán motivo para discriminar o segregar al aspirante. 
La ley determinará las condiciones para los ingresos y ascensos y establecerá los 
funcionarios políticos sin estabilidad que podrán ser designados sin concurso. No podrán 
incluirse entre éstos los cargos de directores de hospitales y directores departamentales de 
escuelas. 
 
ARTÍCULO 37 
Los funcionarios y empleados públicos de los tres poderes del Estado, de las 
Municipalidades y de las Comunas, sirven exclusivamente a los intereses del pueblo. Deben 
observar, en el ejercicio de sus funciones, una conducta acorde con la ética pública, la que 
constituye un valor social que hace a la esencia del sistema republicano. 
Una ley de ética para el ejercicio de la función pública deberá contemplar, entre otras, las 
siguientes conductas: 
Observar los principios de probidad, rectitud, prudencia, justicia, equidad, eficiencia y 
transparencia de los actos públicos. 
Presentar, al tiempo de asumir y cesar en el cargo, manifestación de bienes. 
Abstenerse de intervenir desde la función en actos en los que tengan vinculación, sea 
personal o a través de terceros que él represente o patrocine o cuando tuviera un interés 
particular, laboral, económico o financiero. 
No aceptar gratificaciones, obsequios u otras prestaciones de significación con motivo o en 
ocasión del ejercicio de sus funciones. 



No desempeñar otras actividades, incluyendo el ejercicio de la docencia, cuando afecte u 
obstaculice la asistencia regular a las tareas propias del cargo. 
 
ARTÍCULO 38 
Los funcionarios y empleados públicos, no sujetos al juicio político ni al jurado de 
enjuiciamiento, son enjuiciables ante los tribunales ordinarios, sin que puedan excusarse 
alegando orden o aprobación superior. 
 
ARTÍCULO 39 
El funcionario o empleado público, a quien se impute delito cometido en el desempeño de 
sus funciones, está obligado a acusar para vindicarse bajo pena de destitución. La ley 
reglamentará el proceso respectivo. El funcionario o empleado público, sobre quien recayera 
condena penal firme por delito contra la administración pública, que acarree inhabilitación 
será apartado del cargo en forma inmediata. 
 
ARTÍCULO 40 
No podrán acumularse en una misma persona dos o más empleos, aunque el uno sea de la 
Provincia y el otro de la Nación, Municipio o Comuna con excepción de los del magisterio y 
los de carácter profesional técnico cuando la escasez del personal haga necesaria la 
acumulación. Fuera de estos casos, la aceptación del nuevo empleo hace caducar el 
anterior. 
 
ARTÍCULO 41 
Los funcionarios y empleados permanentes, provinciales, municipales, comunales, o en su 
caso, los herederos que determine la ley de la materia, tendrán derecho a jubilación, pensión 
o seguro. La ley será dictada con sujeción a normas técnicas que tengan en cuenta el 
principio de la proporcionalidad entre los aportes y beneficios, el tiempo de los servicios y la 
edad de los beneficiados, sin excluir los aportes del Estado, de las Municipalidades y las 
Comunas. La ley establecerá bases especiales para el caso de accidentes ocurridos con 
motivo de la prestación del servicio. 
La Legislatura no podrá acordar pensiones ni jubilaciones por leyes especiales. 
 
ARTÍCULO 42 
Ningún empleado de la Provincia, de las Municipalidades o las Comunas con más de un año 
consecutivo de servicio, podrá ser separado de su cargo mientras dure su buena conducta, 
su aptitud física y mental, y su contracción eficiente para la función encomendada, a 
excepción de aquellos para cuyo nombramiento o cesantía se hayan previsto, por esta 
Constitución o por las leyes respectivas y normas especiales. La ley reglamentará esta 
garantía y los deberes y responsabilidades del empleado o funcionario y determinará las 
bases y tribunales administrativos para regular el ingreso, los ascensos, remociones, 
traslados e incompatibilidades. 
 
ARTÍCULO 43 
No podrán ser empleados, funcionarios ni legisladores los deudores de la Provincia que, 
ejecutados legalmente, no hayan pagado sus deudas y los inhabilitados por sentencia. 
 
ARTÍCULO 44 
Las atribuciones de los funcionarios y empleados de la Provincia, Municipalidades y 
Comunas están limitadas por la ley suprema de la Nación, por esta Constitución y por las 
leyes que en su virtud dicte la Legislatura. Los funcionarios y empleados son individualmente 
responsables de los daños causados a terceros o al Estado por extralimitación o 
cumplimiento irregular de sus funciones. 



La Provincia no es responsable de los actos que los funcionarios y empleados practiquen 
fuera de sus atribuciones, salvo los casos que la ley determine. 
 
ARTÍCULO 45 
Ningún magistrado o empleado público podrá delegar, sin autorización legal, sus funciones 
en otra persona; ni un poder delegar en otro sus facultades constitucionales, siendo nulo, por 
consiguiente, lo que cualquiera de ellos obrase a nombre de otro ya sea por autorización 
suya o con cargo de darle cuenta, excepto los casos previstos por esta Constitución. 
 
ARTÍCULO 57 
Toda persona, parte en un expediente administrativo, podrá interponer amparo por mora a fin 
de obtener resolución inmediata, en el caso de demora injustificada de la autoridad 
interviniente en expedirse sobre el asunto requerido por el interesado. En tal supuesto, el 
juez emplazará a la administración o al funcionario remiso, bajo los apercibimientos que 
correspondan, a pronunciarse sobre el acto pretendido por el ocurrente en un plazo 
sumarísimo, aunque no podrá ordenarle en qué sentido lo debe hacer. La omisión en 
expedirse comportará la denegación tácita de la pretensión en trámite y agotará la vía 
administrativa, quedando expedita la acción judicial. 
 
ARTÍCULO 59 
Si un funcionario o corporación pública de carácter administrativo, ejecutase actos que le 
fueran expresamente prohibidos por las leyes u ordenanzas, el perjudicado podrá requerir de 
los tribunales, por procedimiento sumario, un mandamiento prohibitivo dirigido al funcionario 
o corporación. 
 
ARTÍCULO 60 
Es de ningún valor toda ley de la Provincia que viole o menoscabe las prescripciones 
establecidas por la ley suprema de la Nación y por esta Constitución, así como todo acto, 
contrato, decreto u ordenanza que contravenga a las mismas o las leyes dictadas en su 
consecuencia, pudiendo los interesados demandar o invocar su inconstitucionalidad o 
invalidez ante los tribunales competentes. Sin perjuicio de ello, los jueces al advertir la 
inconstitucionalidad de una norma, de oficio podrán declararla. La sentencia que pronuncie la 
inconstitucionalidad será declarativa y de condena pudiendo ser ejecutada. En el proceso 
respectivo podrán admitirse medidas cautelares. 
La declaración de inconstitucionalidad por tres veces y, por sentencia firme del Superior 
Tribunal de Justicia de una norma general provincial, produce su derogación en la parte 
afectada por el vicio. 
 
SECCIÓN II 
RÉGIMEN ECONÓMICO, DEL TRABAJO Y DESARROLLO SUSTENTABLE 
 
ARTÍCULO 82 
El trabajo es un derecho que el Estado protege e impulsa. Promueve el empleo y el trabajo 
decente, en igualdad de condiciones para todos, reivindicando su competencia en materia de 
policía. Controla el efectivo cumplimiento de la norma laboral y de las disposiciones 
convencionales y sanciona su incumplimiento. Garantiza la promoción de las acciones 
tendientes a la erradicación del trabajo no registrado y el cumplimiento de la legislación sobre 
trabajo infantil. 
Genera mecanismos de acercamiento entre las ofertas y demandas de puestos de trabajo. 
Reglamenta las condiciones de trabajo de empleados públicos provinciales y municipales y 
especialmente: 



a) La negociación colectiva garantizando los principios de irrenunciabilidad, progresividad, 
primacía de la realidad, indemnidad y, en caso de duda, interpretación a favor del trabajador.  
b) El marco regulatorio general del empleado público provincial y municipal con participación 
de los trabajadores, que asegurará el cumplimiento de normas sobre higiene y seguridad, 
prevención de infortunios y la participación de los trabajadores en la dirección y gestión de 
las empresas y entes autárquicos o descentralizados. 
c) El régimen de seguridad social para los empleados públicos provinciales y municipales es 
en el ámbito de su competencia, con el objeto de proteger a trabajadores en actividad y 
pasivos. 
d) El salario mínimo para los obreros del Estado, el que se fijará conforme el costo de vida, 
no será inferior al vital y móvil. Todo incremento salarial, otorgado a partir de la presente 
Constitución, deberá estar sujeto a aportes y contribuciones. 
e) La inembargabilidad del hogar de familia. 
f) El fomento de la construcción de viviendas higiénicas, con el concurso del Estado, sea en 
forma de desembolsos directos, de otorgamiento de créditos o garantías o de liberación de 
gravámenes. 
g) El asociacionismo gremial, debiendo fomentarlo y orientarlo. 
h) El funcionamiento de un organismo administrativo laboral único, con competencia 
provincial y municipal, en el ámbito público y privado que ejerza el poder de policía, participe 
en la negociación colectiva y en la solución de los conflictos individuales a través de la 
mediación, conciliación y arbitraje. 
 
SECCIÓN IV 
PODER LEGISLATIVO 
CAPÍTULO V 
ATRIBUCIONES DEL PODER LEGISLATIVO 
 
ARTÍCULO 122 
Corresponde al Poder Legislativo: 
2º Legislar sobre todas las materias consignadas en la sección segunda, Régimen 
Económico, del Trabajo y Desarrollo Sustentable, con las orientaciones determinadas en la 
misma. 
3º Legislar sobre la organización de las municipalidades, comunas y policía, de acuerdo con 
lo que establece al respecto la presente Constitución.  
8º Fijar el Presupuesto de Gastos y Cálculo de Recursos. La Ley de Presupuesto será la 
base a que debe sujetarse todo gasto de la Administración General de la Provincia y en ella 
deberán figurar todos los ingresos y egresos ordinarios y extraordinarios de la 
administración, aún cuando hayan sido autorizados por leyes especiales. Si los recursos 
para cumplir estas leyes no se incluyeran en la de Presupuesto, se considerarán derogadas, 
si no hubiesen tenido principio de ejecución y suspendidas si lo hubiesen tenido. En ningún 
caso podrá la Legislatura aumentar el monto de las partidas del cálculo de recursos 
presentado por el Poder Ejecutivo, ni autorizar por la Ley de Presupuesto una suma de 
gastos mayor que la de recursos, salvo el derecho del Poder Legislativo de crear nuevos 
impuestos o aumentar las tasas. 
9º El número de puestos y el monto de los sueldos proyectados por el Poder Ejecutivo en la 
Ley de Presupuesto, no podrán ser aumentados en ésta y dichos aumentos sólo se harán 
por medios de proyectos de ley que seguirán la tramitación ordinaria. 
10º En el caso de que el Poder Ejecutivo no remitiera el proyecto de Ley de Presupuesto 
General de la Administración antes de terminar el octavo mes de sesiones ordinarias de la 
Legislatura y ésta considere necesario modificar el que rige, procederá a hacerlo tomando 
éste por base. Pronunciada tal resolución, corresponde a la Cámara de Diputados formular el 
proyecto de Ley de Presupuesto. 



Si el Poder Ejecutivo no remitiera el proyecto de ley de presupuesto general dentro de los 
ocho meses de iniciadas las sesiones ordinarias y si la Legislatura en el resto del período de 
dichas sesiones, no resolviera usar de la facultad acordada precedentemente, se tendrá el 
presupuesto en vigencia como Ley de Presupuesto para el año siguiente. 
14º Crear o suprimir empleos para la mejor administración de la Provincia, siempre que no 
sean de los establecidos por esta Constitución, determinando sus atribuciones, 
responsabilidades y su dotación. 
15º Dictar leyes estableciendo los medios de hacer efectivas las responsabilidades civiles de 
los funcionarios y, especialmente, de los recaudadores de renta, Tesorero de la Provincia y 
demás administradores de dineros públicos. 
28º Crear reparticiones autárquicas pudiendo darles facultad para designar su personal y 
administrar los fondos que se les asigne, dentro de las prescripciones de la ley de creación. 
 
SECCIÓN V 
PODER EJECUTIVO 
CAPITULO III 
ATRIBUCIONES Y DEBERES DEL PODER EJECUTIVO 
 
ARTÍCULO 174 
El gobernador es el Jefe del Estado. 
 
ARTÍCULO 175 
Son atribuciones y deberes del Poder Ejecutivo: 
2º Promulgar y hacer ejecutar las leyes de la Provincia facilitando su cumplimiento por 
reglamentos y disposiciones especiales que no alteren su espíritu. 
4º Indultar o conmutar las penas impuestas, dentro de la jurisdicción provincial, previo 
informe favorable del Superior Tribunal, excepto en los casos de delitos electorales y con 
respecto a los funcionarios sometidos al procedimiento del juicio político o del jurado de 
enjuiciamiento. 
8º Presentar dentro de los ocho meses de sesiones ordinarias de las Cámaras, el proyecto 
de Ley de Presupuesto General de la Administración y de las reparticiones autárquicas, 
acompañado del plan de recursos, el que no podrá exceder del mayor ingreso anual del 
último quinquenio, salvo en lo calculado por nuevos impuestos o aumentos de tasas. Dicho 
plazo se considerará improrrogable. 
15º Nombrar a los ministros secretarios y demás empleados de la administración, cuyo 
nombramiento no esté acordado a otro poder. Expedir títulos y despachos a los que nombre. 
17º Exonerar a los Ministros Secretarios de Estado y, en la forma que determine la ley 
respectiva, a los demás funcionarios y empleados cuyos nombramientos le esté atribuido, 
con excepción de los sujetos a juicio político y al Jurado de Enjuiciamiento. 
23º Conceder jubilaciones y pensiones conforme a la ley de la materia. Esta función es 
irrenunciable y deberá ejercerse por la Caja de Jubilaciones y Pensiones, que es el ente 
autárquico provincial encargado de atender el sistema previsional, a efectos de emitir el acto 
administrativo. 
24º Conocer y resolver originaria o recursivamente, por sí o con intervención de la autoridad 
que la ley establezca, los asuntos que en materia administrativa le sean planteados. Contra 
sus decisiones se podrá accionar judicialmente en forma directa ante el tribunal en lo 
contencioso administrativo, en mérito a lo dispuesto en el inciso 2º del artículo 205º de esta 
Constitución. 
 
SECCIÓN VI 
PODER JUDICIAL 
CAPITULO II 



ATRIBUCIONES DEL PODER JUDICIAL 
 
ARTÍCULO 205 
En materia judicial, el Superior Tribunal de Justicia tiene las siguientes atribuciones, de 
conformidad a las normas que establezcan las leyes de la materia: 
2. Ejercerá jurisdicción, como Tribunal de última instancia. 
c) En las causas contencioso administrativas atinentes al reconocimiento de los derechos, 
previa denegación o retardo de la autoridad administrativa competente, en la forma en que lo 
determine la ley respectiva. La vía judicial quedará directamente habilitada, a partir de la 
denegación expresa o tácita dictada, según los casos, por el gobernador, el presidente de 
cada una de las cámaras legislativas, el Superior Tribunal de Justicia en actos de gobierno, o 
mediando resolución definitiva de los entes autónomos o autárquicos, o de los ministros en 
los casos que las leyes lo establezcan. Por ley se podrán establecer otros supuestos en los 
que el agotamiento de la etapa administrativa se produzca en estamentos inferiores. Todo 
ello, sin perjuicio del control de legalidad que el Poder Ejecutivo realizará, cuando 
corresponda, respecto de los organismos de su dependencia. 
d) En la ejecución del acto administrativo firme. 
En tales causas, el Superior Tribunal tendrá facultad para mandar cumplir directamente sus 
sentencias por las oficinas o empleados respectivos, si la autoridad administrativa no lo 
hiciere dentro del plazo que establezca la sentencia. Los empleados a que alude este 
artículo, serán responsables por la falta de cumplimiento de las resoluciones del Superior 
Tribunal. 
 
SECCIÓN IX 
REGIMEN MUNICIPAL 
CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
 
ARTÍCULO 240 
Los municipios tienen las siguientes competencias: 
4º) Nombrar y remover a sus funcionarios y agentes. 
5º) Concertar convenios colectivos de trabajo y preservar los sistemas locales de seguridad 
social existentes. 
 
ARTÍCULO 241 
Se establece a los fines de la habilitación de la vía judicial contencioso administrativa que la 
instancia quedará agotada con la denegación expresa o tácita dictada, según los casos, por 
el Presidente Municipal y el Vicepresidente Municipal respecto de los asuntos administrativos 
del Concejo Deliberante. 
 
SECCIÓN X 
EDUCACIÓN COMÚN 
 
ARTÍCULO 267 
La educación es confiada a docentes titulados. El Estado asegura el respeto a la labor del 
maestro y la formación docente de grado, y se obliga a brindarles perfeccionamiento gratuito, 
permanente y en servicio. 
El docente ejerce su profesión sobre la base de la responsabilidad, el respeto a la libertad de 
cátedra y de enseñanza, en el marco de las normas pedagógicas y curriculares establecidas 
por el Consejo General de Educación. 
 
ARTÍCULO 268 



El presupuesto educativo para atender el fondo de educación común esta formado por el 
veintiocho por ciento, como mínimo, de las rentas generales disponibles de la provincia y por 
los demás recursos que la ley establezca. Se destinará al sostenimiento de la educación 
obligatoria, al pago de los gastos y sueldos que ella demande y a la extensión de su 
obligatoriedad. 
Las rentas escolares de toda la Provincia serán administradas por el Consejo General de 
Educación que rendirá cuenta anualmente ante el Tribunal de Cuentas, de la administración 
e inversión de los fondos que le fueren entregados. 
 
ARTÍCULO 269 
La Universidad Provincial tiene plena autonomía. El Estado garantiza su autarquía y 
gratuidad e impulsa su articulación pedagógica con los institutos dependientes del Consejo 
General de Educación. 
 
SECCIÓN XI 
REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 
SECCIÓN 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS (1º de Noviembre de 2.008) 
 
ARTÍCULO 283 
Hasta tanto se sancione la ley que establezca y determine los cargos políticos sin estabilidad 
que pueden ser designados sin concurso, los funcionarios de los organismos, reparticiones 
públicas de la provincia, los municipios y las comunas que gozan de la facultad de 
nombramiento de personal, no podrán ejercerla en su entidad respecto de sus familiares 
comprendidos en el tercer grado de consanguinidad o de afinidad, en ningún empleo público 
permanente.  
 
ARTÍCULO 284 
Hasta tanto se dicten las normas de creación de los tribunales inferiores en lo contencioso 
administrativo, mantendrá su competencia originaria en la materia el Superior Tribunal de 
Justicia.  


